
GACETA DEL CONGRESO  1.278  Viernes 11 de diciembre de 2009 Página 1

O B J E C I O N E S   P R E S I D E N C I A L E S

(Artículo 36,  Ley 5a. de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CAMARA

AÑO XVIII - Nº 1.278     Bogotá, D. C., viernes 11 de diciembre de 2009  EDICION  DE  16  PAGINAS

DIRECTORES: 

REPUBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PUBLICO

C A M A R A    D E    R E P R E S E N T A N T E S

JESUS ALFONSO RODRIGUEZ CAMARGO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CAMARA

www.camara.gov.co 

EMILIO RAMON OTERO DAJUD
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

INFORME DE OBJECION PRESIDENCIAL  
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 028 DE 

2007 SENADO, 341 DE 2008 CAMARA
por la cual se establecen medidas especiales de 
protección para las personas que padecen epilep-
sia, se dictan principios y lineamientos para su 

atención integral.
Bogotá, D. C., 9 de diciembre de 2009
Doctores
EDGAR GOMEZ ROMAN
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
JAVIER CACERES LEAL
Presidente
Senado de la República
Capitolio Nacional
Asunto: Desestimación de las Objeciones 

Presidenciales al Proyecto de ley número 028 
de 2007 Senado, 341 de 2008 Cámara, por la 
cual se establecen medidas especiales de protec-
ción para las personas que padecen epilepsia, se 
dictan principios y lineamientos para su atención 
integral.

Atendiendo la designación que la mesa direc-
tiva de ambas Corporaciones nos hicieran para 
conformar la comisión accidental en el estudio de 
las objeciones Presidenciales al Proyecto de ley 
antes referido; nos permitimos poner a su consi-
deración el presente informe:

El Gobierno Nacional remitió, sin la sanción 
presidencial, al Senado de la República a través 
de su Presidencia, las objeciones que tiene so-
bre el “Proyecto de ley número 028 de 2007 
Senado, 341 de 2008 Cámara, por la cual se 
establecen medidas especiales de protección 

para las personas que padecen epilepsia, se dic-
tan principios y lineamientos para su atención 
integral”; las cuales se pueden sintetizar de la 
siguiente manera:

El Gobierno Nacional presenta dos grandes 
grupos de objeciones: Las que denomina “Razo-
nes de Inconstitucionalidad” y las “Otras razones 
de Inconstitucionalidad e Inconveniencia”.

Dentro de las “Razones de Inconstitucionali-
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1. El proyecto de ley vulnera el principio de 
unidad de materia.

2. Los principios del Sistema de Seguridad So-
cial en Salud: su equilibrio y sostenibilidad.

3. Competencia y órdenes a la Comisión de 
Regulación: contenido del POS.

4. Participación de los usuarios del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud en las deci-
siones que les afectan.

5. Omisión del trámite de ley estatutaria por-
que se regula ejercicio del derecho fundamental a 
la salud y del derecho a la igualdad.

6. El proyecto de ley fragmenta y rivaliza 
con los objetivos y contenido del Plan Nacional 
de Salud Pública. Reconocimiento de la Corte 
Constitucional a los esfuerzos de las autoridades 
y los particulares en la prevención de riesgos en 
salud.

7. Temas relacionados con la protección del 
derecho a la salud en los cuales no se adoptan ór-
denes atinentes a las fallas en la regulación.

������������	��������������������������
��	��-
vancia de la Ley Orgánica 819 de 2003 y del prin-
cipio de equilibrio UPC-POS.

Dentro de las “Otras razones de Inconstitucio-
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nalidad e Inconveniencia”, el Gobierno Nacional 
presenta como argumento principal “que el pre-
sente proyecto de ley vulnera la Constitución Po-
lítica y resultan inconvenientes por desestimular 
la iniciativa privada y la participación y colabora-
ción de los particulares con el Estado en relación 
con el aseguramiento y la prestación de los servi-
cios de salud…”.

Frente a las razones esgrimidas por el Gobierno 
Nacional para objetar el proyecto que nos ocupa 
en el presente informe de objeciones nos permi-
timos pronunciarnos en los siguientes términos:

Las objeciones presentadas por el Gobierno 
Nacional son idénticas, en su esencia, a las que 
presentó cuando objetó el Proyecto de ley nú-
mero 312 de 2008 Senado, 090 de 2007 Cámara 
acumulado con el Proyecto de ley número 142 de 
2007 Cámara, “Ley Sandra Ceballos, por la cual 
se establecen las acciones para la atención inte-
gral del cáncer en Colombia”.

La Corte Constitucional, después del trámite 
surtido en el Congreso de la República, declaró 
infundadas las objeciones presidenciales median-
te Sentencia C-662 de 2009, del 22 de septiembre 
de 2009, frente a la denominada “Ley Sandra Ce-
ballos”.

Por ello, tomaremos como base las Sentencias 
de la Corte Constitucional, entre ellas la C-662 de 
2009, del 22 de septiembre de 2009, para rendir el 
informe de objeciones por considerarla pertinente 
para aclarar los argumentos que tuvo el Gobierno 
Nacional y que no compartimos:

1. Con respecto a que el proyecto de ley vulne-
ra el principio de unidad de materia.

Según la Jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional, sintetizado en la Obra denominada 
“Manuales Legislativos” elaborado por PNUD e 
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���
����
��������
����������������	������-
re a que todo proyecto debe referirse a una mis-
ma materia. De esta manera, se requiere según la 
Sentencia C-214 de 2007:

A) Exista un núcleo rector de los distintos con-
tenidos de una ley.

B) Entre ese núcleo temático y los otros di-
versos contenidos se presente una relación de co-
nexidad determinada.

C) Exista una relación con base en un criterio 
objetivo y razonable.

Por ello, rechazamos la objeción presiden-
cial que afirma que se vulnera el principio de 
unidad de materia, pues encontramos que el 
proyecto de ley guarda relación directa con lo 
enunciado en la Sentencia C-214 de 2007; y no 
se observa en el articulado ninguna materia di-
ferente a procurar medidas especiales de pro-
tección y atención integral de las personas que 
padecen epilepsia. 

2. Con respecto a los principios del Sistema de 
Seguridad Social en Salud: su equilibrio y soste-
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observancia de la Ley Orgánica 819 de 2003 y del 
principio de equilibrio UPC-POS.

La Sentencia C-662 de 2009 de la Corte Cons-
titucional sirve como instrumento para desesti-
mar, de igual forma, las objeciones presidencia-
les, por ello, nos permitimos transcribir los apar-
tes pertinentes:

“3.9.2.1. Las obligaciones previstas en el ar-
tículo 7º de la Ley 819/03 constituyen un pará-
metro de racionalidad legislativa, que está enca-
minado a cumplir propósitos constitucionalmente 
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blicas, la estabilidad macroeconómica y la apli-
������	
�
�����	�
	���	�
�
��	����	������	
�	�����	
un estudio previo de la compatibilidad entre el 
contenido del proyecto de ley y las proyecciones 
de la política económica, disminuye el margen de 
incertidumbre respecto de la ejecución material 
de las previsiones legislativas.

3.9.2.2. El mandato de adecuación entre 
la justificación de los proyectos de ley y la 
planeación de la política económica, empero, 
no puede comprenderse como un requisito de 
trámite para la aprobación de las iniciativas 
legislativas, cuyo cumplimiento recaiga ex-
clusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) 
el Congreso carece de las instancias de eva-
luación técnica para determinar el impacto 
fiscal de cada proyecto, la determinación de 
las fuentes adicionales de financiación y la 
compatibilidad con el marco fiscal de media-
��	������	�	����	��
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der correlativo de veto al Ejecutivo, a través 
del Ministerio de Hacienda, respecto de la 
competencia del Congreso para hacer las le-
yes. Un poder de este carácter, que involucra 
una barrera en la función constitucional de 
producción normativa, se muestra incompati-
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	���	
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y el principio democrático.

3.9.2.3. Si se considera dicho mandato como 
un mecanismo de racionalidad legislativa, su 
cumplimiento corresponde inicialmente al Mi-
����
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rramientas que tiene a su alcance, la compati-
bilidad entre los gastos que genera la iniciativa 
legislativa y las proyecciones de la política eco-
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cutivo considera que las cámaras han efectuado 
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ponde al citado Ministerio el deber de concurrir 
al procedimiento legislativo, en aras de ilustrar 
al Congreso sobre las consecuencias económi-
cas del proyecto.

3.9.2.4. El artículo 7º de la Ley 819/03 no 
puede interpretarse de modo tal que la falta 
de concurrencia del Ministerio de Hacienda y 
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pectivo…”.

Además, las medidas contenidas en el proyec-
��� ��� ���� 
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lo que pretende el presente proyecto es utilizar 
los recursos asignados al Sistema General de Se-
guridad Social en Salud (SGSSS); de tal manera 
que el proyecto busca reorganizar los recursos 
existentes en el SGSSS, con el objeto de lograr 
una atención satisfactoria para las personas que 
padecen epilepsia. En tal sentido, las disposicio-
nes contenidas en la Ley 819 de 2003 no resultan 
aplicables al presente proyecto de ley.

3. Competencia y órdenes a la Comisión de 
Regulación: contenido del POS.

Esta objeción es similar a la presentada por el 
Gobierno Nacional al Proyecto de ley número 312 
de 2008 Senado, 090 de 2007 Cámara acumulado 
con el Proyecto de ley número 142 de 2007 Cá-
mara, “Ley Sandra Ceballos, por la cual se esta-
blecen las acciones para la atención integral del 
cáncer en Colombia”, �����
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C-662 de 2009 de la siguiente manera:

“3.5. Objeciones por desconocimiento de las 
competencias de la Comisión de Regulación en 
Salud y del Plan Nacional de Salud Pública
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siones del proyecto de ley generan una concep-
ción fragmentada y compleja de la regulación de 
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la que las reglas previstas en la Ley 100/93 y en 
la Ley 1122/07 habían otorgado a la CRES, ins-
tancia técnica capacitada y guiada por criterios 
��
��������	 ��	����
�
����	��
�	��	�
�������	�
	
���	����
�����	�
�	&?=	�	���	�
�5�	!
�
�����	�
�	
����
��	�
	������	+���	
�	$���

��	'�!��	�
���-
nocido tales parámetros de racionalidad y había 
adoptado una legislación parcial y contraria al 
principio de integralidad –en la particular inter-
pretación que le otorga el Ejecutivo- y la sosteni-
!������	������
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que la Sentencia T-760/08 había reconocido la 
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ca, previsto por el artículo 33 de la Ley 1122/07, 
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ende, el carácter parcial y fragmentado del pro-
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cionado plan. 

3.5.1. Estas objeciones incurren, en criterio 
de la Corte, en falencias que como en el caso 
anterior, imposibilitan que la Sala adopte una 
decisión de fondo sobre el particular. Como se 
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ración normativa, el arreglo institucional que 
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ordinarias de derogatoria y reforma de los pre-
ceptos legales determinan que esa facultad de 
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eliminar o replantear las competencias de cada 
una de esas instituciones. Por lo tanto, el Con-
greso se encuentra plenamente facultado para 
separarse, si así lo estima conveniente, de de-
terminado modelo institucional que él mismo ha 
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de determinado grupo social, a quien considera 
merecedor de un tratamiento diferenciado. Este 
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rias ocasiones, está circunscrito solo a los lími-
tes formales y materiales de índole constitucio-
nal antes explicados. 

En consecuencia, las objeciones presidencia-
les propuestas desconocen que el control judicial 
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la norma legal acusada con las normas que in-
tegran la Carta Política y aquellas que confor-
man el bloque de constitucionalidad. Este control 
no se predica de otras disposiciones de carácter 
eminentemente legal ordinario, pues las mismas 
no conforman un parámetro normativo apto para 
imponer límites o prohibiciones a la competencia 
del legislador. Este criterio se mantiene, incluso 
cuando tales arreglos institucionales de origen 
legal han sido encontrados válidos por decisio-
nes de esta jurisdicción, pues también estas reco-
nocen la facultad primigenia del legislativo sobre 
la materia. Tales censuras, como se demuestra 
en el caso planteado, terminan relacionadas con 
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aspectos que prima facie escapan de la compe-
tencia de la Corte. 

3.5.2. Las previsiones de la Ley 1122/07, que 
�4��	 �����	 ��	 
D���
����	 �	 ����������
���	 �
	 ��	
Comisión de Regulación en Salud – CRES, como 
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competencia del legislador en lo que respecta a 
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de las funciones de esas instituciones, de estir-
pe legal, deberá coordinarse con las previsiones 
posteriores del legislador que, como en este caso, 
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minados grupos de pacientes. Ello en tanto co-
rresponde al Congreso, en los términos expues-
����	��	�
�������	�
	���	�����������
�	
	����������	
<�
	�����
���	
�	=*===�	���
����	<�
	
��5	����-
tada por las restricciones formales y sustanciales 
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temente en esta providencia, no involucran deci-
siones legislativas anteriores, pues las mismas no 
conforman el parámetro de constitucionalidad de 
las leyes ordinarias. 
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que, conforme lo dispone el artículo 33 de la 
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Ley 1122/07, la definición de los contenidos del 
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jeción presidencial, que la amplia facultad del 
legislador para determinar los contenidos y el 
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desconocer los expresos mandatos constituciona-
les previstos en los artículos 48 y 49 de la Carta, 
1 La norma citada establece lo siguiente:
 Artículo 33. Plan Nacional de Salud Pública. El Go-
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blica para cada cuatrienio, el cual quedará expresado en 
el respectivo Plan Nacional de Desarrollo. Su objetivo 
será la atención y prevención de los principales factores 
de riesgo para la salud y la promoción de condiciones y 
estilos de vida saludables, fortaleciendo la capacidad de 
la comunidad y la de los diferentes niveles territoriales 
para actuar. Este plan debe incluir: 
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�������'
������	�+����-
res protectores de riesgo y determinantes, la incidencia y 
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las prioridades en salud pública. Para el efecto se tendrán 
en cuenta las investigaciones adelantadas por el Ministe-
rio de la Protección Social y cualquier entidad pública o 
privada. En materia de vacunación, salud sexual y repro-
ductiva, salud mental con énfasis en violencia intrafami-
liar, drogadicción y suicidio;

 b) Las actividades que busquen promover el cambio de 
estilos de vida saludable y la integración de estos en los 
distintos niveles educativos;

 c) Las acciones que, de acuerdo con sus competencias, 
debe realizar el nivel nacional, los niveles territoriales y 
las aseguradoras;
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tema General de Seguridad Social en Salud, incluyendo 
las entidades territoriales, y las EPS;

 e) Las coberturas mínimas obligatorias en servicios e 
intervenciones de salud, las metas en morbilidad y mor-
talidad evitables, que deben ser alcanzadas y reportadas 
��
�
��������������
��������������	��#
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año y para cada período de cuatros años;

 f) Las metas y responsabilidades en la vigilancia de sa-
lud pública y las acciones de inspección, vigilancia y 
control de los factores de riesgo para la salud humana;

 g) Las prioridades de salud pública que deben ser cu-
biertas en el Plan Obligatorio de Salud y las metas que 
deben ser alcanzadas por las EPS, tendientes a promover 
la salud y controlar o minimizar los riesgos de enfermar 
o morir;

 h) Las actividades colectivas que estén a cargo de la 
Nación y de las entidades territoriales con recursos des-
tinados para ello, deberán complementar las acciones 
previstas en el Plan Obligatorio de Salud. El Plan de sa-
lud pública de intervenciones colectivas, reemplazará el 
Plan de Atención Básica; 

 i) Los modelos de atención, tales como, salud familiar y 
comunitaria, atención primaria y atención domiciliaria;

 j) El plan nacional de inmunizaciones que estructure e 
�
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blación colombiana en particular los biológicos a ser in-
cluidos y que se revisarán cada cuatro años con la aseso-
ría del Instituto Nacional de Salud y el Comité Nacional 
de Prácticas de Inmunización;

 k) El plan deberá incluir acciones orientadas a la promo-
ción de la salud mental, y el tratamiento de los trastornos 
de mayor prevalencia, la prevención de la violencia, el 
maltrato, la drogadicción y el suicidio;

 l) El Plan incluirá acciones dirigidas a la promoción de la 
salud sexual y reproductiva, así como medidas orienta-
das a responder a comportamiento de los indicadores de 
mortalidad materna.
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mento jurídico 3.3. de esta sentencia. 
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dados en el control de legalidad del proyecto de 
ley, circunstancia ajena a la competencia de la 
Corte, prevista en el artículo 167 Superior, norma 
que faculta a este Tribunal para decidir sobre ob-
jeciones por inconstitucionalidad. Esta circuns-
tancia impide que la Corte se pronuncie sobre 
asuntos diversos. Por ello, ante la inexistencia de 
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Sala se inhibirá de adoptar una decisión de fon-
do acerca de la censura fundada en la incompa-
tibilidad del proyecto con las competencias de la 
CRES en materia de regulación del contenido del 
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Así las cosas, desestimamos de igual forma, la 
presente objeción.

4. Con respecto a la participación de los usua-
rios del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud en las decisiones que les afectan.

La objeción del Gobierno Nacional desconoce 
que el proyecto de ley fue construido en conjunto 
con la Liga Colombiana Contra la Epilepsia, que 
aportó al trámite legislativo todo el conocimiento 
de los expertos que han estudiado, por años, los 
padecimientos de las personas que padecen epi-
lepsia. La socialización fue tal que los pacientes 
=������
����*����#	����>?�???�����	�������@	����
la Liga a los ponentes del proyecto de ley. Estas 
����	� ���<�
� ���� ��� K�
*��	�� ��� ��� Q��%������
aprobara el presente proyecto de ley.

En febrero del año de 2008, se llevó a cabo en 
la ciudad de Bogotá, el primer foro internacional 
contra la epilepsia. En este foro, llevado a cabo 
en las instalaciones del Congreso de la República, 
tuvieron la oportunidad de participar los pacientes 
�� ���	�����������
�<����
����
����� �
���
����
����
El foro fue televisado. A raíz de este evento el 
proyecto fue fortalecido y recibió el apoyo de va-
rios pacientes, pues se creó un correo electrónico 
����������
��

De igual forma, retomamos lo enunciado en la 
Sentencia C-662 de 2009, pues la Corte Constitu-
cional se pronuncia sobre una objeción presiden-
cial similar en los siguientes términos:

“3.6. Objeción relativa a la vulneración del 
derecho a la participación de los usuarios 

��	*�!�

��	:�������	�����
�
	<�
	
�	�
��
���	
de ley objetado es contrario al derecho de parti-
��������	�
	���	=*===	
�	���	�
������
�	<�
	���	
afectan. Para ello, luego de resaltar la importan-
cia que en la Sentencia T-760/08 se otorgó a ese 
�


�'��	
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��	�
	��	�
�������	�������������	
y de prestaciones del sistema de salud, se limita 
a establecer que “el elemento democrático en el 
proceso de planeación, la estatura legal del plan 
��������	�
	�����	��!����	�	
�	����
����	�
	���'�	
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plan excluyen la posibilidad que por otro medio 
�
	�
����	���	�
��
����
�	�
	��
�����	
�	������	
sin que se consulten periódicamente los compo-
nentes técnicos y la estructura propia del proceso 
de planeación para incluir la atención de riesgos 
en salud, como el cáncer, de manera aislada, frag-
mentada y sin consultar criterios de integralidad 
�	����
���!������	������

�	�
�	=���
��	*
�

��	
de Seguridad Social en Salud”.

Para la Corte, es evidente que la censura pro-
��
���	��	

��
	���	���������
�	�������	�
�
��-

���	��
�	������
�
	���	�!4
����	�
	����������-
cionalidad. En efecto, la argumentación plantea-
da por el Ejecutivo omite indicar qué enunciados 
normativos del proyecto de ley impiden el goce 
efectivo del derecho de participación de los usua-

���	�
�	=*===	�	��	��
��	
�	<�
	���
��	
�
	�

-
sunto objetivo. En contrario, reitera el argumento 
sobre la fragmentación del régimen institucional 
de atención en salud de los pacientes adultos que 
padecen de cáncer, asunto que ya fue dilucidado 
en apartados anteriores de este fallo. 

Debe insistirse en que si bien el artículo 166 
C. P. no establece los requisitos que deben llenar 
las objeciones formuladas por el Ejecutivo, ello 
no implica que estas tengan que cumplir con es-
tándares mínimos de argumentación que permi-
���	����
���
	���	���������	�!4
����	�	�

����!�
	
entre la iniciativa legislativa y la Constitución, la 
cual permita un pronunciamiento de fondo por 
parte de la Corte. Esto debido a que la competen-
cia para formular las objeciones, al tenor de la 
��
��	�������	��
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tal que si la objeción no ofrece esos argumentos 
mínimos, esta Corte tiene vedado asumir el estu-
���	�
	
����
�	<�
	�������
�	���	�
���
����	��
	
el Ejecutivo, pues ello desconocería el arreglo de 
competencias que para las objeciones presiden-
ciales prevé la Carta Política. Si, como sucede en 
el presente caso, no existe el sustento necesario 
para asumir el análisis de constitucionalidad, la 
Sala no tiene una alternativa distinta a inhibirse 
de adoptar una decisión sobre la materia, puesto 
<�
	 ��	�
���
�������	
D��
���	��
	
�	*�!�

��	
carece de aptitud para suscitar un análisis de 
constitucionalidad del proyecto de ley, en lo que 
respecta al derecho a la participación”. 

En tanto que la argumentación presentada por 
el Gobierno Nacional para objetar el proyecto de 
ley, es idéntica a la resuelta por la Corte Consti-
tucional en la Sentencia C-662 de 2009, desesti-
mamos la presente objeción por las razones ex-
puestas.

5. Con respecto a la omisión del trámite de ley 
estatutaria porque se regula ejercicio del derecho 
fundamental a la salud y del derecho a la igualdad.

El Gobierno Nacional desconoce el desarrollo 
/���	�����
����� �� 	�� ��������� ��� ������� ���� ���
presente proyecto de ley debió tramitarse como 
una ley estatutaria. Para ello, traemos nuevamente 
������������
����!�
��
����KW[[\����\??]�

“3.7. Objeción basada en la violación del 
principio de reserva estatutaria

+	 4�����	 �
�	 *�!�

���	 
�	 �
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���	 �
	 �
�	 
�	
contrario al artículo 152 de la Constitución, pues 
en tanto la jurisprudencia constitucional, sis-
�
��������	 
�	 ���	 ��
���	 �
�
�	 ������	 �
��
����	
T-760/08, otorgó al derecho a la salud condición 
de fundamentalidad, entonces el proyecto debió 
tramitarse bajo los rigores propios de las leyes 
estatutarias, y no conforme a las reglas de las le-
�
�	�
����
����	����	
�
������
��
	���

���	+��-
cionalmente, sostiene que el legislador incurrió 
en un error, cuando indicó en la iniciativa que 
estaba regulando el derecho a la vida, aunque en 
realidad versaba sobre el derecho fundamental a 
la salud. 

Esta objeción es desestimada tanto por el Con-
�

��	����	��
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dencia constitucional ha establecido que no toda 
norma que haga referencia a un derecho funda-
mental está sometida a la reserva de ley estatu-
taria, sino solo aquellas que cumplan con deter-
minados criterios, relacionados con la regulación 
integral del derecho o de los aspectos que hagan 
��
�
	�
	��	����
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������	&�
�	
�	����	�����
�-
do, el proyecto de ley objetado tiene un ámbito 
�
�����	�	
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�����	I��	��
�����	�
	���	����
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�	
adultos de cáncer–, circunstancia que lo excluye 
de aquellas normas que requieren trámite estatu-
tario. 

3.7.1. El artículo 152 de la Carta Política es-
tablece la reserva de ley estatutaria para deter-
minadas materias, relacionadas con (i) los dere-
chos y deberes fundamentales de las personas y 
los procedimientos y recursos para su protección; 
����	��������
�����	�
	4��������	�����	�
����������	
y régimen de los partidos y movimientos políti-
cos, estatuto de la oposición y funciones electo-
rales; (iv) instituciones y mecanismos de parti-
cipación ciudadana; (v) estados de excepción; y 
(vi) la igualdad electoral entre los candidatos a la 
&

���
����	�
	��	J
��!�����	

Las consecuencias de esta previsión constitu-
cional son de carácter formal y material. En pri-
mer término, la reserva de ley estatutaria impli-
ca, en los términos del artículo 153 C. P., que el 
trámite legislativo previo a su aprobación debe 
������
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deberán votarse favorablemente por la mayoría 
absoluta de miembros del Congreso y el trámi-
�
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al control automático de constitucionalidad por 
parte de esta Corporación. Frente a los efectos 
materiales, la Corte ha reconocido que las nor-
���	
�������
����	
�	
����	�
�	
������	<�
	��<��
-
ren en el ordenamiento jurídico, hacen parte del 
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parámetro de constitucionalidad para la legisla-
ción ordinaria2.

���

��	��	�4�����	�
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controversia sobre la determinación de los límites 
de la acción del legislador estatutario y el ordina-

���	��	
�
����	���	�������
�	���	�������	<�
	��
-
den versar, central o tangencialmente, sobre los 
tópicos de la reserva de ley estatutaria. Por ende, 
el entendimiento maximalista de esa reserva, en 
el sentido de considerar que toda norma de este 
carácter debe someterse a los rituales propias de 
las leyes estatutarias, tendría el efecto de vaciar 
la competencia del legislador ordinario, solución 
que se contrapone a la Carta Política, en especial 
a las atribuciones que tiene el Congreso de acuer-
do con el artículo 150 C. P.

La necesidad de establecer un parámetro que 
�
���

�	
�	�����
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�������
	
�������
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-
vó a que decisiones anteriores de la Corte, que 
han sido reiteradas de manera estable hasta la 
actualidad, hayan establecido las características 
materiales de los asuntos sometidos a la reser-
va de ley estatutaria. Una síntesis comprehensi-
va de esa doctrina se encuentra en la sentencia 
$NOQVWXY	�Z�&�	$��
�	@�%�	[�
���	#

�5��
���	
en la que se estableció que la reserva de ley es-
tatutaria resultaba exigible, para el caso de los 
derechos fundamentales, en los eventos en que 
se esté ante 

“i) normas que desarrollan y complementan 
los derechos, 

ii) que regulan solamente los elementos es-
tructurales esenciales,

 iii) que regulan de forma directa su ejercicio 
y también el desarrollo de su ámbito a partir del 
����
�	
�
�����	�
�����	
�	��	$������������	
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v) que regulan aspectos inherentes al ejercicio 
�	�
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mites, restricciones, excepciones y prohibiciones 
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�	����
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������	

vi) cuando el legislador asuma de manera in-
tegral, estructural y completa la regulación del 
derecho, 

vii) que aludan a la estructura general y prin-
cipios reguladores pero no al desarrollo integral 
y detallado, regulando así la estructura funda-
mental y los principios básicos, y 
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principales e importantes de los derechos”. Estas 
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el mismo particular, las cuales han contemplado 
unívocamente que la reserva de ley estatutaria se 
predica de normas que regulan de forma íntegra, 
estructural y completa los derechos o deberes 
2 Cfr. Corte Constitucional, Sentencias C-578/95 (M. P. 

Eduardo Cifuentes Muñoz) y C-993/04 (M. P. Jaime 
Araújo Rentería). 
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�����3.

3.7.2. Para el caso planteado, la Sala advier-
�
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�	 ���-
siderar que el proyecto de ley objeto de censu-
ra esté sometido a la reserva de ley estatutaria. 
En efecto, el artículo 1º del proyecto de ley, que 
�
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acciones para el control integral del cáncer en 
la población colombiana, de manera que se re-
�����	��	��
�������	�	 ��	��
!������	��
	�5��

	
adulto, así como mejorar la calidad de vida de 
los pacientes oncológicos, a través de la garantía 
por parte del Estado y de los actores que inter-
��
�
�	 
�	 
�	 =���
��	 *
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cial en Salud vigente, de la prestación de todos 
3 Cfr. Corte Constitucional, sentencias C-251/98, 

C-013/93, C-313/94, C-620/01 y C-646/01, entre otras. 
Por ejemplo, la Sentencia C-646/01 (M. P. Manuel José 
Cepeda Espinosa), ofrece reglas similares en cuanto a 
las normas que regulan derechos fundamentales, someti-
das a la reserva de ley estatutaria. En este fallo, la Corte 
indicó que De acuerdo con esa jurisprudencia y con los 
precedentes constitucionales anteriores a esta, puede 
concluirse que tal situación ocurre cuando 

 (i) el asunto trata de un derecho fundamental y no de un 
�
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 (ii) cuando por medio de la norma está regulándose y 
complementándose un derecho fundamental, 

 (iii) cuando dicha regulación toca los elementos concep-
tuales y estructurales mínimos de los derechos funda-
mentales, y 

 (iv) cuando la normatividad tiene una pretensión de re-
gular integralmente el derecho fundamental. || En este 
orden de ideas, puede observarse entonces que la exis-
tencia de las leyes estatutarias tiene una función doble, 
��
��������	
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�����
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���	

 (ii) y (iii). Por un lado, la de permitir que el legislador 
integre, perfeccione, regule y complemente normas so-
bre derechos fundamentales, que apunten a su adecua-
do goce y disfrute. Y por otro, la de establecer una ga-
rantía constitucional a favor de los ciudadanos frente a 
los eventuales límites que, exclusivamente en virtud del 
principio de proporcionalidad, pueda establecer el le-
gislador. || 7. Por la especial importancia que tienen las 
leyes estatutarias dentro del ordenamiento, es necesario 
que el análisis sobre un cargo que reproche el descono-
cimiento de la reserva de ley estatutaria, cuide también 
por lo menos tres aspectos fundamentales. Primero, evi-
te que en la determinación del alcance material de la ley 
estatutaria, sea vaciada la competencia del legislador 
ordinario. Segundo, impida que en busca del manteni-
miento de la anterior competencia constitucional ordi-
naria del legislativo, sea eliminado el contenido material 
y el ámbito propio de las leyes estatutarias. Y tercero, 
prevenga que una interpretación sobre el contenido de 
las leyes estatutarias les otorgue una competencia tal en 
materia de regulación de derechos fundamentales, que 
les permita afectar sus contenidos conceptuales básicos, 
sin un adecuado juicio de proporcionalidad previo. || 
Con base en los anteriores supuestos, para poder deter-
minar si la norma acusada debió haberse tramitado por 
medio de una ley estatutaria, no basta con determinar 
si el objeto de esa disposición tiene alguna relación con 
un derecho fundamental. Será necesario además, cons-
tatar si el contenido normativo expresado por la ley des-
de el punto de vista material, regula elementos que se 
encuentran próximos y alrededor del contenido esencial 
�
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ciones, limites o condicionamientos sobre estos, deberá 
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los servicios que se requieran para su prevención, 
detección temprana, tratamiento integral, rehabi-
��������	�	�������	���������F�	^
	
���	�
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puede colegirse, entonces, que el proyecto de ley

(i) busca establecer herramientas para el tra-
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modo alguno, busca regular de manera integral, 
estructural y completa el derecho a la salud, sino 
que, antes bien, declara expresamente su carác-
�
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���	
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���	��	
tratamiento de los enfermos adultos de cáncer.

La Corte advierte que las objeciones presiden-
ciales incurren en una contradicción insalvable 
en este apartado. En efecto, varias de las censu-
ras expuestas por el Ejecutivo parten de la base 
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rácter parcial, fragmentada e independiente de 
las previsiones legales que prevén el actual arre-
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nientes para el adecuado funcionamiento de este 
����
���	 ����	 ��
�������	 ��
	 
��
�	 �
��
��
�	
<�
	�����	��
�	
�	�
�������
	����	
�	*�!�

��	
�	

���
��
	<�
	
�	�
��
���	�
	�
�	��	������
�	���	
regulación general, estructural e integral del de-
recho a la salud. Por lo tanto, resulta desacertado 
pasar de esta premisa a la exigencia de reserva 
de ley estatutaria, cuando una y otra son incom-
����!�
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���	���	
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-
mente. Debe insistirse que una regulación parcial 
de un derecho o deber fundamental, por antono-
masia, se inscribe dentro de las competencias del 
legislador ordinario, lo que inhibe la posibilidad 
�
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artículo 152 C. P., so pena de vaciar dichas com-
petencias. 

3.7.3. Para la Sala resulta evidente que, al 
margen de la discusión suscitada en la juris-
prudencia constitucional sobre la condición de 
fundamentalidad del derecho a la salud, para el 
caso del proyecto de ley objeto de estudio, su 
��
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de protección de este derecho, es un elemento de 
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con la vulneración del artículo 152 de la Carta 
Política”. 

En consecuencia, desestimamos también la 
presente objeción por considerarla alejada de la 
/���	�����
���� ��
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reiterada, por la Corte Constitucional mediante 
varias sentencias de constitucionalidad.

6. Con respecto a que el proyecto de ley frag-
menta y rivaliza con los objetivos y contenido del 
Plan Nacional de Salud Pública. Reconocimiento 
de la Corte Constitucional a los esfuerzos de las 
autoridades y los particulares en la prevención de 

riesgos en salud; y temas relacionados con la pro-
tección del derecho a la salud en los cuales no se 
adoptan órdenes atinentes a las fallas en la regu-
lación.

Nuevamente, según nuestro criterio, se equi-
voca el Gobierno Nacional y por ello, resulta per-
tinente traer a colación lo dispuesto por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-662 de 2009, 
toda vez que fueron utilizados los mismos argu-
mentos para objetar el Proyecto de ley número 
312 de 2008 Senado, 090 de 2007 Cámara acu-
mulado con el Proyecto de ley número 142 de 
2007 Cámara, “Ley Sandra Ceballos, por la cual 
se establecen las acciones para la atención inte-
gral del cáncer en Colombia”. Argumentos que 
han sido utilizados por el Gobierno Nacional y el 
Ministerio de la Protección Social y que la Corte 
Constitucional no ha aceptado como válidos.

“3.4. Objeción basada en el desconocimiento 
del principio de integralidad 
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proyecto de ley es inconstitucional, en tanto con-
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atención integral de los pacientes de cáncer, la 
cual 

���	 �
���
���	 
�	 =*===�	 �

����	 ���������
�	
en la interpretación de sus normas, lo que contra-
dice el principio de integralidad, reconocido por 
la Corte en la sentencia T-760 de 2008; y 
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teria de prestaciones médico-asistenciales que el 
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con cáncer, lo que desconoce las competencias 
que el legislador ha dispuesto a la CRES y, mien-
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3.4.2. En criterio de la Corte, la objeción plan-
teada por el Ejecutivo no ofrece los parámetros 
necesarios para que la Corte emita un pronun-
ciamiento de fondo, en tanto no plantea una con-
tradicción entre la iniciativa parlamentaria y la 
Carta Política, sino que se restringe a contras-
tar el proyecto de ley como normas anteriores 
de índole estrictamente legal. En tal sentido, la 
objeción planteada ofrece un falso problema de 
constitucionalidad, fundado en 

(i) el desconocimiento del parámetro de  
control para el caso de las objeciones presiden-
ciales; y 

(ii) el entendimiento equivocado del princi-
���	 �
	 ���
�
�������	 �
�����	 ��
	 ��	 �
��
����	
T-760/08, a partir de la recopilación que esa de-
������	 '���	 �
	 ��	 4�
���
��
����	 ��������������	
sobre las implicaciones, desde la perspectiva de 
��	$�
��	&��������	�
�	�

�����	��!����	�
	��
�����	
en salud.

3.4.3. Como se indicó en el fundamento jurí-
dico 3.3. de esta sentencia, el contenido de los 
�
�������	`Q	�	`O	$�&��	��	$�����������	�
	����
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representación democrática tiene la posibilidad 
�
	 �4�
	 ���������	 ���������
�	 �
	 �
����������	
prestacional e institucional del sistema de salud, 
sometido solamente a los límites materiales y sus-
�������
�	���
�	�����������	

Para el caso propuesto, el Ejecutivo parte 
de un presupuesto sustancial, de acuerdo con el 
cual del hecho que la sentencia T-760/08 hubie-
ra reconocido como válidos, desde la perspecti-
va constitucional, los arreglos institucionales y 
de competencias previstos en la Ley 100/03 y la 
Ley 1122/07, surge una limitación para el legis-
lador respecto a la reglamentación de fórmulas 
���������	�
	�
�������	�
�	����
����	�
�	=*===�	
Por ende, el proyecto de ley objetado, en tanto se 
aparta de esa legislación inicial y, en especial, 
se arroga competencias que dicha normatividad 
había conferido a la CRES, viola la Constitución. 

Esta objeción desconoce que las normas cons-
����������
�	<�
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�	=*===�	
���!�
�
�	<�
	
corresponde al legislador, de manera autónoma, la 
�
�������	�
�	����
����	�
�	=*===�	����	�����
��	
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�	$���

���	���	�
�	����������	���	
����
�	�
	
conveniencia política y social que corresponden a 
��	��!�
	��
���
���
���	��
�
	���
�����
	�������-
ciones al sistema de salud. En ese sentido, carece 
�
	����
���	��	��
������	�
���	��	����	���	��
���	
�
���
�	���
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�	������
��	��	�����
	��
�	���'�	

4

�����	�
	��	������
�����	�
����������	

����	 ��!

���	 �
	 ������
�����	 �
����������	 �
�	
mismo modo, no se encuentra limitada por el re-
��������
���	�
	��	�����
�	��������������	<�
	
���	
Corporación haga de un determinado modelo de 
�
����������	�
�	=*===�	+�	

��
����	�
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���-
tarse que en la Sentencia T-760/08, la Sala Segun-
da de Revisión de la Corte Constitucional revisó 
distintos fallos de tutela, relacionados con fallas 

�	��	��
�����	�%����	�
�������	��
	
�	=*===	�	
dispuso una serie de órdenes estructurales a las 
distintas instancias del sistema, dirigidas a corre-
gir las falencias principales del mismo, que desco-
nocen los deberes de protección, respeto y garan-
tía del derecho fundamental a la salud. 

En esta sentencia, la Corte reconoció expresa-
mente que el carácter taxativo de sus competencias 
���
���	<�
	�4�
�	
�	����
����	�
�	=*===�	��

�	<�
	
la Carta Política le había conferido al Congreso. So-
bre el particular, la decisión en comento estableció, 
�
��
	
�	���
���	�
	��	�
�������	�
	���	�
�!�
���	
jurídicos generales que asumió el fallo, lo siguiente:

“Los problemas jurídicos de carácter gene-
ral, hacen referencia a cuestiones de orden cons-
titucional que tienen que ver con la regulación 
del sistema de protección del derecho a la salud, 
<�
	��
����	��	����!������	�
	<�
	
��
	�
�	����-
do efectivamente por las personas en situaciones 
����

���	�	
��
�������	���	����	�
	
���
����	
�	
los casos acumulados en el presente proceso. To-
dos los problemas generales se pueden reunir 
en uno solo, a saber: ¿Las fallas de regulación 
constatadas en la presente sentencia a partir de 

los casos acumulados y de las pruebas practica-
das por esta Sala, representan una violación de 
las obligaciones constitucionales que tienen las 
autoridades competentes de respetar, proteger y 
��
������
	 
�	 �


�'�	 �	 ��	 �����	 ��
�	 ��
��
�
	
su goce efectivo? +	 
���	 �
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�����
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�������
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	�	�
	����
�
�	���	�
�
�
�	�
�
-
sarias para que se superen las fallas de regula-
ción detectadas. Las órdenes que se impartirán 
se enmarcan dentro del sistema concebido por 
la Constitución y desarrollado por la Ley 100 de 
1993 y normas posteriores, puesto que excedería 
��	����
�
����	�
	��	$�
�
	�
�
��
	
�	���
>�	�
	
un sistema distinto, puesto que dicha decisión 
compete al legislador. Las órdenes se impartirán 
a los órganos legalmente competentes para adop-
tar las determinaciones que podrían superar las 
fallas de la regulación que se han traducido en 
una desprotección del derecho a la salud evidente 
en las acciones de tutela que se han presentado 
����	�
�	���	����
	�

��
����	�
��
	'��
	��
���	
�>���	����	�
	�������
5	����

��
�
��
	��

	$�-
pítulo 6)”. (Subrayas no originales).

Como se observa, la Corte estableció que las 
órdenes estructurales que adoptó estarían diri-
�����	�	 ���	����
����
�	
	 ����������	�
�	=*===�	
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	'�!��	�4���	��	�
��	��	����
��
�����	��
����	
previsiones concretas al Ministerio de la Protec-
����	=������	�	��	$J�=	�	��	$:===�	
�	�����	���-
tituciones a las que el Congreso había adscrito 
����
�
����	
�	���

��	�
	�
�������	�
�	����
-
nido concreto del sistema de salud. Esta decisión 
se enmarca, entonces, en el respeto al principio 
democrático y a las normas constitucionales que 
����
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dor para establecer fórmulas diversas de arreglo 
�������������	�
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��	
en ejercicio de sus competencias constitucionales 
y bajo el sometimiento de los límites formales y 
���
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�	���������	�
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�	����
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�	��-
lud, tal previsión, como sucede con el proyecto de 
ley objetado, es una expresión constitucionalmente 
�
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�	���
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De otro lado, debe tenerse en cuenta que los pre-
suntos inconvenientes en la aplicación de las nor-
���	�
�	�
��
���	�
	�
��	
�	
����	�
	��	��������	�
	
competencias que genera entre las distintas institu-
����
�	�
�	=*===�	
�	
��
����	��	$J�=�	
�	��	������	
que se inscribe claramente dentro de los cuestiona-
mientos por la conveniencia de la iniciativa legisla-
tiva. Estos asuntos, como se deriva de lo previsto en 
el artículo 167 C.P., escapan del control de consti-
������������	<�
	
�
����	��	$�
�
	
�	
���	����������	

3.4.4. El Ejecutivo, dentro de la objeción mate-
ria de estudio en este apartado, estima que el pro-
yecto de ley, en la medida en que establece una 
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�����	�
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���	�
�	*�!�

��	
para sustentar esta conclusión, consiste en consi-
derar que ese principio implica que el legislador 
está obligado a regular el sistema de salud a par-
tir de criterios de generalidad, en términos de la 
��
����������	�
	��	��!������	��4
��	�
	��
������	

El principio de integralidad que, se insiste, 
tiene origen en disposiciones de rango legal, fue 
��
��������	��
	��	4�
���
��
����	��������������	
como un instrumento conceptual, que está rela-
cionado con la protección de los derechos a la 
salud, a la vida y a la dignidad humana. Este 
principio consiste en la obligación que tienen las 
instituciones del sistema de salud de suministrar 
las prestaciones médico asistenciales de forma 
continua, integral y sometida a criterios de opor-
��������	 
���
����	 �	 ��������	 �
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���!�
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�	
estado de salud o, de no ser esto posible, la ga-
rantía del mantenimiento de una vida digna. 

La Sentencia T-760/08 describe el principio de 
integralidad a partir de reglas jurisprudenciales con-
cretas, que describen las obligaciones antes citadas, 
�	��
��	�
	���	���
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el particular, esta decisión estableció los siguientes 
�
���
����	<�
�	
�	
����	�
	��	����
������	��
�	

-
solver la objeción propuesta, se transcribe in extenso:

“El principio de integralidad ha sido postula-
do por la Corte Constitucional ante situaciones 
en las cuales los servicios de salud requeridos 
son fraccionados o separados, de tal forma que al 
���
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������	

������!�
	����	�
	����
���	
una parte de lo que debería recibir para recupe-
rar su salud y lo obliga a costearse por sí mismo 
la otra parte del servicio médico requerido. Esta 
situación de fraccionamiento del servicio tiene 
���

���	�����
�������
�	
�	
����	��	���

%�	<�
	
tiene la entidad responsable en eludir un costo 
que a su juicio no le corresponde asumir. 

Este principio ha sido desarrollado en la juris-
prudencia de la Corte Constitucional con base en 
diferentes normas legales4	�	�
	

�


	�	��	��
�����	
4 En la sentencia T-179 de 2000 (MP Alejandro Martínez 

Caballero) se indicó sobre el “El plan obligatorio de sa-
lud es para todos los habitantes del territorio nacional 
para la protección integral de las familias a la materni-
dad y enfermedad general, en las fases de promoción y 
fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, trata-
miento y rehabilitación para todas las patologías (artí-
culo 162 Ley 100 de 1993). || +�
�5��	'��	����	�
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���	�
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������	`z	���

��	`	�
�	
Decreto 1938 de 1994: “Es el conjunto de actividades y 
procedimientos más indicados en el abordaje de la pro-
moción y fomento de la salud, la prevención, el diagnós-
tico, el tratamiento y la rehabilitación de la enfermedad; 
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-
den secuencial de estos, el nivel de complejidad y el per-
�����	�
	�����	���������	<�
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����	�
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���	
en cuenta las condiciones de elegibilidad del paciente 
de acuerdo a variables de género, edad, condiciones de 
salud, expectativas laborales y de vida, como también 
de los resultados en términos de calidad y cantidad de 
����	������	�	���	��	�
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y el tratamiento completo a que tienen derecho los 
usuarios del sistema de seguridad social en salud, 
�
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atención y el tratamiento a que tienen derecho los 
pertenecientes al sistema de seguridad social en 
salud cuyo estado de enfermedad esté afectando 
su integridad personal o su vida en condiciones 
dignas, son integrales; es decir, deben contener 
todo cuidado, suministro de medicamentos, in-
�

�
�����
�	 <��
�
������	 �
5������	 �
	 

'�!���-
tación, exámenes para el diagnóstico y el segui-
miento, así como todo otro componente que el 
médico tratante valore como necesario para el 
pleno restablecimiento de la salud del paciente5 o 
para mitigar las dolencias que le impiden llevar 
su vida en mejores condiciones; y en tal dimen-
�����	�
!
	�

	�
���
�������	�	���	��������	��
	
las entidades encargadas de prestar el servicio 
��!����	�
	��	�
��
����	������	
�	�����F6.

En la medida en que las personas tienen dere-
cho a que se les garantice el tratamiento de salud 
que requieran, integralmente, en especial si se 
�
���	�
	���	
��

�
���	~������
�����	�	��	
��5�	
comprometidas la vida o la integridad personal, 
las entidades territoriales no pueden dividir y 
fraccionar los servicios de salud requeridos por 
las personas.	+��	��
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entidad encargada de prestar la atención a perso-
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5�!���	
de la ley 100 de 1993, para asegurar a la calidad de 
vida para la cobertura integral, de ahí que dentro de los 
principios que infunden el sistema de seguridad social 
integral, está, valga la redundancia, el de la integrali-
����	�
�����	����	\��	��	��!

��
�	�
	�����	���	������-
gencias que afectan la salud, la capacidad económica y 
en general las condiciones de vida de toda la población. 
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dad y recibirá lo necesario para atender sus contingen-
����	����
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habla de protección integral: “El sistema general de se-
guridad social en salud brindará atención en salud inte-
gral a la población en sus fases de educación, informa-
ción y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, 
tratamiento y rehabilitación, en cantidad, oportunidad, 
�������	�	
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el artículo 162 respecto del plan obligatorio de salud”. 
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social en salud recibirán un plan integral de protección 
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ca y medicamentos esenciales, que será denominada el 
plan obligatorio de salud” (resaltado fuera de texto). || 
Hay pues, en la ley 100 de 1993 y en los decretos que la 
reglamentan, mención expresa a la cobertura integral, 
a la atención básica, a la integralidad, a la protección 
integral, a la guía de atención integral y al plan integral. 
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tamiento, como las normas lo indican”.

5 En este sentido se ha pronunciado la Corporación, entre 
otras, en la Sentencia T-136 de 2004 M. P. Manuel José 
Cepeda Espinosa.

6 Sentencia T-1059 de 2006 (M. P. Clara Inés Vargas Her-
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�	��-
ministro de oxígeno domiciliario permanente a un 
enfermo de cáncer que lo requiere como parte inte-
gral de su tratamiento, bajo el argumento de que el 
servicio de oxígeno, individualmente considerado, 
corresponde a las entidades municipales7. En lo que 
�
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de salud requerido a una persona, puede entonces 
decirse, que las entidades e instituciones de salud 
son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas 
que indiquen quién debe asumir el costo y del re-
conocimiento de los costos adicionales en que haya 
����
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del servicio de salud, pese a no corresponderle. 

Es importante subrayar que el principio de 
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pedir que se le suministren todos los servicios de 
salud que desee o estime aconsejables. Es el mé-
dico tratante adscrito a la correspondiente EPS el 
que determina lo que el paciente requiere. De lo 
contrario el principio de integralidad se converti-
ría en una especie de cheque en blanco, en lugar 
de ser un criterio para asegurar que al usuario le 
presten el servicio de salud ordenado por el mé-
dico tratante de manera completa sin que tenga 
que acudir a otra acción de tutela para pedir una 
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(Subrayas no originales). 

3.4.5. La lectura del precedente citado de-
muestra que las referencias que hace la jurispru-
dencia constitucional al principio de integralidad 
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que a partir de ese principio y fundándose en el 
desconocimiento de la competencia constitucio-
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institucionalidad del sistema de salud, pueda edi-
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supuestales y de implementación de las medidas 
contenidas en el proyecto de ley. Estos asuntos 
están circunscritos al ejercicio de las competen-
cias que en materia de apropiación y ejecución 
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se como una objeción presidencial materias que 
corresponden no a la contradicción del proyecto 

7  En la sentencia T-1091 de 2004 (M. P. Humberto An-
tonio Sierra Porto) se tuteló el dere cho de una persona 
a que la entidad Departamental (Secretaría de Salud de 
Antioquia) le suministrara el oxígeno domiciliario per-
manente que requería como parte de su tratamiento con-
tra el cáncer, a pesar de que tal servicio, individualmente 
considerado, es responsabilidad de los entes municipales. 
La Corte Constitucional señaló que la reglamentación 
encarga a los Departamentos del tratamiento integral por 
cáncer, por lo que no puede asignarse la competencia del 
servicio de oxígeno a los Municipios, con el argumento 
de que este servicio, individualmente considerado, fuera 
del tratamiento de cáncer, les compete a estos. 

de ley con la Carta Política, sino al ejercicio ade-
cuado de las competencias que esta le adscribe a 
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cluye que 

(i) el reconocimiento en una decisión judicial 
�
	 �
�
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no resulta incompatible con la posibilidad que 
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camente a los límites formales y sustanciales an-
teriormente descritos; 

(ii) del principio de integralidad, que tiene fun-
damento en normas dictadas por el Congreso en 
ejercicio de la citada competencia de producción 
legislativa, no se deriva un deber constitucional 
de restringir las fórmulas legislativas sobre el 
����
����	��	=*===	�	����	�<�
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������
�	
reglas para la generalidad de la población sujeto 
de la atención en salud; y 

(iii) la objeción planteada establece un falso 
problema de constitucionalidad que, en cambio, 
apunta al ejercicio adecuado de las competencias 
de apropiación y ejecución presupuestal, e im-
��
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consideraciones y ante la ausencia de argumen-
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�	������	
planteado, la Sala proferirá una decisión inhibi-
toria en lo que corresponde a la objeción basada 
en la presunta afectación del principio de inte-
gralidad”. 

En consecuencia, desestimamos las objeciones 
presidenciales por considerarlas no fundadas de 
acuerdo a la jurisprudencia constitucional.

Por último, nos referiremos al segundo punto 
de las objeciones presidenciales denominadas “II. 
Otras razones de inconstitucionalidad e inconve-
niencia”.

Lo primero que tenemos que decir, como 
miembros de la comisión que rinde el presente 
informe de objeciones, es que consideramos que 
el presente proyecto de ley no es inconveniente; 
por el contrario, lo reclaman 800.000 personas 
que padecen epilepsia en Colombia, según la Liga 
Colombiana contra la Epilepsia. Estas 800.000 
personas reclaman del SGSSS mayor atención 
y medidas especiales para que puedan recibir la 
atención médica que hoy la hacen valer a través 
de acciones de tutela, pese a la sentEncia T-760 de 
2008 de la Corte Constitucional.

_��	�*�
�������
������������	��	���������-
ción del Gobierno Nacional cuando menciona que 
“estos mandatos vulneran la Constitución Política 
y resultan inconvenientes por desestimular la ini-
ciativa privada y la participación y colaboración 
de los particulares con el Estado en relación con 
el aseguramiento y la prestación de los servicios 
de salud…”; no lo compartimos pues la salud es 
un servicio público y la libertad de empresa tiene 



GACETA DEL CONGRESO  1.278  Viernes 11 de diciembre de 2009 Página 11

límites como los descritos en la Sentencia C-624 
de 1998 de la Corte Constitucional.

�
������
���
����	�
��
����	��������
“LIBERTAD ECONOMICA Y LIBERTAD 

DE CONTRATACION-Límites
La libertad del individuo en materia econó-

mica, si bien está protegida por la Constitución, 
también se encuentra limitada por la prevalen-
cia del interés general, por las competencias de 
intervención y regulación a cargo del Estado y 
por los principios de razonabilidad y proporcio-
nalidad que esta Corte ha desarrollado. Por ello 
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	���-
petencia económica no puede erigirse como una 
barrera infranqueable para la actividad de inter-
vención del Estado, en ejercicio de su básica de 
dirección general de la economía”. Sin embargo, 
las limitaciones a la libertad económica y de con-
tratación tampoco pueden inferirse o imponerse 
por el Estado de una manera arbitraria e infun-
dada. “Las limitaciones constitucionales de la 
libertad de empresa, para que sean legítimas, 
deben emanar o ser dispuestas en virtud de una 
ley y no afectar el núcleo esencial del derecho. 
La legitimidad de las intervenciones depende de 
��	
D���
����	�
	�������	��
������	�	�����
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�	
para limitar los procesos de creación y funciona-
miento de las empresas”.

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD 
EN MATERIA ECONOMICA-Alcance

El control constitucional en materia econó-
mica no puede ser estricto, ya que la Constitu-
����� ���	�	��� 
�� ���
���������������
����������
oportunidad del Legislador en este campo, razón 
por la cual, el juez constitucional tiene el deber, 
en general, de “respetar las razones de conve-
niencia invocadas por los órganos de represen-
tación política”. Por consiguiente, el Congreso 
puede hacer extensivas legalmente diversas po-
líticas en tales materias, siempre y cuando ellas 
tiendan de manera razonable a hacer operantes 
los principios rectores de la actividad económica 
y social del Estado y velar por los derechos cons-

titucionales. En tal contexto, sólo en los casos en 
que tales restricciones o prohibiciones lesionen de 
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constitucionales, violen claros mandatos de la nor-
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momento declarar la inconstitucionalidad de la nor-
ma. Por ende, para establecer la legitimidad de las 
restricciones del Legislador, la Corte debe evaluar 
(i) si la limitación, –o prohibición–, persiguen una 
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	��	�
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denamiento constitucional; (ii) si la restricción pro-
puesta es potencialmente adecuada para cumplir el 
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tamente innecesaria o claramente desproporciona-
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la restricción legal o su operatividad se mantiene 
�������
F�	�:
�
���� fuera del texto original).

En tal sentido, consideramos que el presente 
proyecto de ley busca el interés general y que las 
cargas que se pueden generar, mínimas con res-
pecto a los recursos públicos que manejan las 
EPS o IPS, no son exageradas sino propias de su 
función social que deben desarrollar.

Por todo lo anterior, desestimamos, de manera 
integral, las objeciones presidenciales al Proyecto 
de ley número 028 de 2007 Senado, 341 de 2008 
Cámara, por la cual se establecen medidas espe-
ciales de protección para las personas que pade-
cen epilepsia, se dictan principios y lineamientos 
para su atención integral.

De los Presidentes de Cámara de Representan-
tes y Senado de la República,

*��
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���	^����
Representante a la Cámara.

Z���
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�	&��
Senador de la República.

I N F O R M E S
INFORME DE LA COMISION ACCIDEN-
TAL A LAS OBJECIONES PRESIDENCIA-
LES AL PROYECTO DE LEY 195 DE 2008 

SENADO, 369 DE 2009 CAMARA 
por medio de la cual se conmemoran los cincuen-
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Bogotá, D. C., 9 de diciembre de 2009
Doctor
JAVIER CACERES LEAL
Presidente
Honorable Senado de la República

Doctor
EDGAR GOMEZ ROMAN
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
Bogotá, D. C.
Ref.: Informe de la Comisión Accidental so-

bre las Objeciones Presidenciales al Proyecto 
de ley número  369 de 2009 Cámara, 195 de 
2008 de Senado, por medio de la cual se conme-
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otras disposiciones.
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Honorables Senadores y honorables Represen-
tantes: 

En nuestra condición de miembros de la Comi-
sión Accidental designada por las Mesas Directi-
vas de las Corporaciones que ustedes representan, 
��
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�����	�����������
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sobre las Objeciones Presidenciales formuladas 
al Proyecto de Ley número 369 de 2009 Cámara, 
195 de 2008 Senado, por medio de la cual se con-
�
��
��	���	�����
���	�>��	�
	��	$�
�������	�
	
��	����
�	�
	:�
��
�	=
>�
�	�
	$'�<���<��
5	
�	

�	Z��������	�
	��	���

����	+����<���	�	�
	������	
otras disposiciones, de manera atenta presenta-
mos a consideración del Congreso de la Repúbli-
ca el informe correspondiente, recomendando NO 
ACOGER LAS OBJECIONES efectuadas por el 
Gobierno Nacional y en consecuencia, insistir en 
que se dé sanción a dicho proyecto.

OBJECIONES FORMULADAS:
Una vez debatido y aprobado el proyecto de 

ley en el Congreso y remitido a la Presidencia 
de la República para su sanción, fue devuelto a 
la Presidencia del Senado de la República, seña-
lando el Gobierno Nacional que el artículo 1º es 
inconstitucional, el artículo 2º argumenta razones 
de inconveniencia y el artículo 3º lo señala vicia-
do de inconstitucionalidad, aduciendo para ello 
las siguientes consideraciones:

1. VIOLACION CONSTITUCIONAL A LA 
LIBERTAD DE CULTO Y SU GARANTIA DE 
IGUALDAD ANTE LA LEY (Artículo 19 CP):

Las Objeciones Presidenciales establecen: “Es 
claro que lo propuesto en el proyecto de ley, no 
��
������
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ante la ley, pues por un lado se estaría obligando 
aquella parte de la población del Municipio de 
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-
sa la religión católica o religión alguna, aunque 
la mayoría de sus habitantes lo hagan, a sentirse 
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���������	���	��	������	����	
�
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declaratoria…”. 

El Artículo 1º del proyecto establece: 
Artículo 1º. Conmemórese el Jubileo de 
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del Rosario de Chiquinquirá, ocurrida en 1959 
en el municipio de La Estrella, departamento de 
+����<����

En ningún momento se está vulnerando la li-
bertad de culto o de religión, se trata de exaltar 
a través de una Ley de Honores una manifesta-
ción cultural y religiosa como es en este caso la 
Conmemoración de los 50 años de la imagen de 
Nuestra Señora de Chiquinquirá en el municipio 
de la Estrella Antioquia. 

Exaltación que de igual manera pueden reali-
zar otras manifestaciones religiosas diferentes a 
la católica, por medio de proyectos de ley de ho-
nores, sin que se vulnere a las demás profesiones 
religiosas, lo que garantiza la igualdad ante la ley. 

En ningún momento el proyecto de ley “obli-
ga” a que los miembros de las demás manifesta-
ciones religiosas autorizadas por el Gobierno Na-
cional dejen de ejercer sus cultos, ni les “obliga” a 
que se conviertan a otra expresión religiosa como 
la católica. 

La Ley 1185 de 2008, Ley General de la Cultu-
ra, expresa en su artículo 4º y sus ordinales: 

a) Objetivos de la política estatal en relación 
���	
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tica estatal en lo referente al Patrimonio Cultural 
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salvaguardia, protección, recuperación, conser-
vación, sostenibilidad y divulgación del mismo, 
con el propósito de que sirva de testimonio de la 
identidad cultural nacional, tanto en el presente 
como en el futuro.

b) Para el logro de los objetivos de que trata 
el inciso anterior, los planes de desarrollo de las 
entidades territoriales y los planes de las comu-
nidades, grupos sociales y poblacionales incor-
��
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materia cultural con el Plan Decenal de Cultura 
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5�	
los recursos para la salvaguardia, conservación, 
recuperación, protección, sostenibilidad y divul-
gación del patrimonio cultural;
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un régimen especial de salvaguardia, protección, 
sostenibilidad, divulgación y estímulo para los 
!�
�
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sean declarados como bienes de interés cultural 
en el caso de bienes materiales y para las ma-
nifestaciones incluidas en la Lista Representati-
va de Patrimonio Cultural Inmaterial, conforme 
a los criterios de valoración y los requisitos que 
reglamente para todo el territorio nacional el Mi-
nisterio de Cultura.

La declaratoria de un bien material como de 
interés cultural, o la inclusión de una manifes-
tación en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial es el acto administrativo me-
diante el cual, previo cumplimiento del procedi-
miento previsto en esta ley, la autoridad nacional 
o las autoridades territoriales, indígenas o de los 
consejos comunitarios de las comunidades afro-
�
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��-
nan que un bien o manifestación del patrimonio 
�����
��	�
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�	J%-
gimen Especial de Protección o de Salvaguardia 
previsto en la presente ley.

La declaratoria de interés cultural podrá re-
caer sobre un bien material en particular, o so-
bre una determinada colección o conjunto caso 
en el cual la declaratoria contendrá las medidas 
pertinentes para conservarlos como una unidad 
indivisible.

d) Propiedad del Patrimonio Cultural de la 
:������ Los bienes del patrimonio cultural de la 
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sonas naturales o jurídicas de derecho privado. 
Los bienes que conforman el patrimonio arqueo-
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normas especiales sobre la materia.

Parágrafo. Se reconoce el derecho de las 
iglesias y confesiones religiosas de ser propie-
tarias del patrimonio cultural que hayan crea-
do, adquirido con sus recursos o que estén bajo 
su legítima posesión. Igualmente, se protegen la 
������
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las cuales no podrán ser obstaculizadas ni impe-
didas por su valor cultural.

Al tenor del artículo 15 de la Ley 133 de 1994, 
el Estado a través del Ministerio de Cultura ce-
lebrará con las correspondientes iglesias y con-
fesiones religiosas, convenios para la protección 
de este patrimonio y para la efectiva aplicación 
del Régimen Especial de Protección cuando hu-
bieran sido declarados como de interés cultural, 
incluyendo las restricciones a su enajenación y 
exportación y las medidas para su inventario, 
conservación, restauración, estudio y exposi-
ción”.

Queda claro a la luz de la nueva Ley de la 
Cultura que	��	=���
��	:�������	�
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y territorial que ejercen competencias sobre el 
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y manifestaciones del patrimonio cultural de la 
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propietarios, usufructuarios a cualquier título y 
tenedores, por las manifestaciones incorporadas 
a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial, por el conjunto de instancias y proce-
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formación, y por las competencias y obligaciones 
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sí, que posibilitan la protección, salvaguardia, 
recuperación, conservación, sostenibilidad y di-
���������	�
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������	�����
��	�
	��	:������

Con el apoyo en la estructuración de este infor-
me de la Comisión Accidental por parte del Con-
sejero Asesor doctor Luis Fernando Estrada Sanín 
y el Asesor Ricardo Arce Ospina, es necesario re-
saltar que durante los últimos dieicséis (16) años 
a la fecha, el Ejecutivo NO HA OBJETADO nin-
guna Ley de Honores que correspondan a institu-
ciones y/o manifestaciones religiosas. Prueba de 
ello son las siguientes leyes:

Ley 1057/2006: “Por medio de la cual se rin-
de Homenaje a su Santidad Juan Pablo II”.

Ley 959/2005: “Por medio de la cual se rinde 
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dagógica de la Beata Madre Laura de Santa Ca-
talina de Siena y se dictan otras disposiciones”.

Ley 806/2003: “Por medio de la cual se con-
�
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Ley 667/2001: “Por medio de la cual se rin-
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yos y se dictan otras disposiciones”.

Ley 74/93: “Por medio de la cual se decla-
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Medellín”.

Expuestas las anteriores consideraciones, las 
objeciones en esta materia por parte del Ejecutivo 
al artículo 1º del proyecto, son infundadas.

2. RAZONES DE INCONVENIENCIA:
El Gobierno Nacional plantea razones de in-

conveniencia en el artículo 2º y su parágrafo del 
proyecto de ley, que a la letra dice: 

Artículo 2º. Declárese como Ciudad Santua-
rio y Patrimonio de Interés Cultural al municipio 
�
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previo el lleno de los requisitos legales.

Parágrafo. El Ministerio de Cultura asesorará 
a la Comunidad Religiosa para el inicio y culmi-
nación de los trámites pertinentes, con el obje-
to de declarar como Bien de Interés Cultural y 
Ciudad Santuario al municipio de La Estrella en 
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������-
miento a la amplia tradición cultural y religiosa 
basada en la devoción y las prácticas de fe de sus 
ciudadanos y como homenaje a su Basílica-San-
tuario de la Virgen del Rosario de Chiquinquirá.

En este sentido vale señalar que, tal como lo in-
�����������<�����{}�������_���{{�~����\??��������-
catorio del artículo 4º de la Ley 397 de 1997, el Pa-
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todos los bienes materiales, las manifestaciones 
inmateriales, los productos y las representaciones 
de la cultura que son expresión de la nacionalidad 
colombiana, tales como la lengua castellana, las 
lenguas los dialectos de las comunidades indíge-
nas, negras y creoles, la tradición, el conocimiento 
ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los 
hábitos, así como los bienes materiales de natura-
�
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entre otros, especial interés histórico, artístico, 
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el plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, 
lingüístico, sonoro, musical audiovisual, fílmico, 
testimonial,	 �����
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museológico o antropológico. 

Por lo tanto, declarar como Ciudad Santuario 
y Patrimonio de Interés Cultural al municipio 
�
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como reconocimiento a la amplia tradición cultu-
ral y religiosa basada en la devoción y las prác-
ticas de fe de sus ciudadanos y como homenaje a 
su Basílica-Santuario de la Virgen del Rosario de 
Chiquinquirá, enaltece todas las manifestaciones 
�����
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 a tradicio-
nes, costumbres, festividades que acostumbra a 
desarrollar de manera periódica, haciendo que se 
derive sentido de pertenencia sin perjuicio de me-
noscabar el derecho de otros credos o religiones. 
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Por ello, igualmente enaltece las manifestacio-
nes de todos los miembros de las comunidades 
que conforman nuestra Nación. Así mismo, hay 
que señalar que el emitir en una nota de estilo un 
pergamino que contenga el texto de la ley y una 
placa conmemorativa, también lograría de mane-
ra simbólica el logro de algunos de los objetivos 
primordiales de salvaguardar, proteger, sostener 
divulgar y estimular los bienes del patrimonio 
cultural de la Nación, al pasar de generación en 
generación como memoria histórica.

3. VIOLACION DEL ARTICULO 151 DE 
LA CONSTITUCION POLITICA: 

Mencionan adicionalmente las Objeciones Pre-
sidenciales que el artículo 3º del proyecto acarrea 
vicios de inconstitucionalidad, de acuerdo a que 
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al fomento, divulgación, desarrollo de programas 
y proyectos que adelanta el municipio de La Es-
�
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cipio como Ciudad Santuario.

El Gobierno Nacional sostiene que el proyec-
to de ley en estudio contraría lo establecido en 
la Ley 819 de 2003, que es de carácter orgánico 
y por tanto goza de una jerarquía normativa que 
condiciona el ejercicio legislativo en materia pre-
supuestal y, en esa medida, desconoce lo precep-
tuado por el artículo 151 Constitucional.

El artículo 7º de la Ley 819 señala que todo 
�
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incluirse expresamente en la exposición de mo-
tivos y en las ponencias de trámite respectivas, 
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no, no sucedió en el presente evento. Sin embargo 
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nación de los recursos es insostenible a mediano 
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territorial. Además considera que	
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lado por los autores del mismo, lo que lo hace in-
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En síntesis, el Gobierno alega vicio de incons-
titucionalidad del proyecto por cuanto el citado 
artículo 3° viola el artículo 7º de la Ley 819 de 
2003 y de contera el artículo 151 de la Consti-
tución Política, dado que los recursos requeri-
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lo expresara el Ejecutivo por conducto del señor 
Ministro de Hacienda y Crédito Público, cuan-
do informa que �
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proyecto de ley para ajustarse a la normatividad 
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iniciativa. Lo que se traduce en que debe precisar 
el monto de los recursos que se requirieren para 
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más, indicar de manera concreta cuál es la fuente 
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Frente a las consideraciones que ofrece el Eje-

cutivo en sustento de la objeción que presenta 
al proyecto de ley, cabe señalar que no merecen 
prosperidad en el presente caso por razones de or-
den constitucional, legal, jurisprudencial y doctri-
nario, como lo veremos a continuación:

DESDE EL PUNTO DE VISTA CONSTI-
TUCIONAL:

La Carta Política en sus artículos 150, 154, 
334, 341 y 359, numeral 3, atribuye al Congreso 
de la República la facultad de interpretar, refor-
mar y derogar las leyes, facultad que implica que 
cualquiera de sus miembros puede presentar pro-
yectos de ley y actos legislativos.

DESDE EL PUNTO DE VISTA LEGAL:
La Ley 5ª de 1992 determina el Reglamento 

Interno del Congreso de la República, señalando 
en su artículo 140 que la iniciativa legislativa pue-
de tener su origen en cualquiera de las Cámaras.

Acorde a lo anterior, vemos que el proyecto de 
ley se ajusta en su integridad a las competencias 
que la Constitución y la ley señalan para el Con-
greso de la República.

DESDE EL PUNTO DE VISTA JURIS-
PRUDENCIAL:

La Corte Constitucional en Sentencia C-360 de 
1994, Sentencia C-324 de 1997, C-325 de 1997, 
C-195 de 1998, Sentencia C-197 de 1998, Senten-
cia C-486 de 2002, ha sostenido que:
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rrollo de su función de guardiana de la integridad 
y supremacía de la Carta Política (artículo 241-
8) diferentes proyectos de ley en los que el Legis-
������	'�	�
�

����	��	�����	��!����	
���!�
��
�-
do varios criterios para el ejercicio del control 
de constitucionalidad sobre esa materia, que se 
reiterarán en esta sentencia.

En efecto, de acuerdo con la Constitución, 
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blica ejercen competencias en materia de gasto 
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legalidad del gasto, el Congreso es, en principio, 
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necesarias destinadas a la ejecución de proyectos 
inherentes al Estado, atribución que solo puede 
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dor extraordinario durante los estados de excep-
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la potestad de incorporar o no en el presupuesto 
las partidas correspondientes a tales gastos y se 
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propuestas de gastos y a su estimativo de rentas 
(artículos 349 y 351).
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154 ídem). 
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sentarlas. Potestad que no puede confundirse con 
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apropiaciones, la cual si bien debe tener origen 
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en ley previa, solo pueda ejecutarse si es inclui-
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su parte conserva competencia para formular el 
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que le atribuye el artículo 346 del mismo ordena-
miento...”.
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do que, salvo las restricciones constitucionales 
expresas, el Congreso puede aprobar leyes que 
�����
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�	 �����	 ��!����� Sin embargo, corres-
ponde al Gobierno decidir si incluye o no en el 
respectivo proyecto de presupuesto esas eroga-
ciones, por lo cual no puede el Congreso, al de-
cretar un gasto, ordenar traslados presupuestales 
para arbitrar los respectivos recursos. Por ende, 
el escrutinio judicial para determinar si en este 
aspecto una ley es o no constitucional consiste en 
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dato imperativo dirigido al Ejecutivo, caso en el 
cual es inexequible o si por el contrario, se trata 
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blico y, por lo tanto, a constituir un título jurídico 
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346 de la Carta para la eventual inclusión de la 
partida correspondiente en la ley de presupuesto, 
caso en el cual es perfectamente legítima.

En resumen, lo que se reitera en la jurispruden-
cia es que salvo las restricciones expresamente 
contenidas en la C. P., el Congreso puede aprobar 
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el respectivo proyecto de presupuesto.
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namiento o de inversión no se encuentran consti-
tucionalmente atadas a la iniciativa gubernamen-
tal y, por lo tanto, no resulta legítimo restringir la 
facultad del Congreso y de sus miembros, de pro-
poner proyectos sobre las referidas materias, con 
la obvia salvedad de que la iniciativa de su inclu-
sión en el proyecto de presupuesto corresponde 
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En igual sentido, en Sentencia C-490 de 1994, 
esta fue su posición:
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mismas ordenar traslados presupuestales para 
arbitrar los respectivos recursos. Tampoco en 
concepto de esta Corte, sin que se hubiere incor-
porado la partida necesaria en la Ley de Pre-
supuesto, se podría pretender, en desarrollo del 

artículo 87 de la Constitución Política, exigir el 
cumplimiento material de la ley aprobada por el 
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En Sentencia C-343 de 1995, dijo:
(...) la iniciativa parlamentaria para presen-
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leyes servirán de título para que posteriormente, 
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para atender esos gastos.

Así mismo, en Sentencia C-360 de 1996,  
indicó:

Por ello, respecto de leyes o proyectos de ley 
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presupuesto nacional para el cubrimiento de de-
terminados gastos, la Corte ha sostenido reitera-
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siciones del legislador que ordenan gastos, expe-
didas con el cumplimiento de las formalidades 
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los términos de los artículos 345 y 346 de la Car-
ta para la posterior inclusión del gasto de la Ley 
de Presupuesto, pero que ellas en sí mismas no 
pueden constituir órdenes para llevar a cabo tal 
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Igualmente y complementando las posicio-
nes anteriores, en la Sentencia número C-772 de 
1998, M. P. Fabio Morón Díaz, señaló:

(…) Corresponde al Congreso, como órgano 
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gastos del Estado, pues ello se considera un me-
canismo necesario de control al Ejecutivo y una 
expresión inevitable del principio democrático y 
de la forma republicana de gobierno. En el cons-
titucionalismo colombiano, la legalidad del gasto 
opera en dos momentos diferenciados, pues en 
general las erogaciones no solo deben ser previa-
mente decretadas por la ley (C. P., artículo 346) 
sino que, además, deben ser apropiadas por la 
Ley de Presupuesto (C. P., artículo 345) para po-
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En Sentencia C-947 de 1999. M. P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz, sostiene:

La Corte insiste en que las leyes que decre-
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exigencias constitucionales como la que en esta 
oportunidad se resalta (estructura de la adminis-
tración nacional) no se encuentran constitucio-
nalmente atadas a la iniciativa gubernamental y, 
por tanto, no resulta legítimo restringir la facul-
tad del Congreso y de sus miembros de proponer 
proyectos sobre las referidas materias.

De los pronunciamientos anteriores se despren-
de que en cuanto a la viabilidad constitucional de 
esta clase de proyectos, frente a la iniciativa en 
el gasto en cabeza del Congreso o competencia 
del legislador en esta materia, no obstante contar 
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con facultades para ello, la misma se debe ajustar 
a decretar una autorización al Gobierno para que 
posteriormente, si el Ejecutivo lo estima conve-
niente, incluya la apropiación correspondiente en 
la Ley Anual del Presupuesto.

Dentro del mismo marco, tampoco debe des-
conocerse que en materia presupuestal se debe 
observar el principio de legalidad del gasto pú-
blico, en cuanto todo gasto que vaya a realizarse 
con cargo a rentas nacionales debe ser decretado 
previamente mediante ley y estar incluido dentro 
del Presupuesto General de la Nación.

Recordemos que en el asunto que aquí nos 
ocupa de este proyecto de ley honores, el Artículo 
2° utiliza el término autorizar y en ningún mo-
mento “ordenar”.

Es claro que en este proyecto de honores la au-
torización al Gobierno Nacional no es un manda-
to imperativo, sino que puede acatarlo en la medi-
da de las posibilidades presupuestales, por lo que 
la disposición objetada no puede ser considerada 
inconstitucional.

En atención a todas las razones expuestas, nos 
permitimos presentar la siguiente 

Proposición: 
La Honorable Plenaria del Senado y la Plena-

ria de la honorable Cámara de Representantes NO 
ACOGEN LAS OBJECIONES que el Gobierno 
ha presentado respecto del Proyecto de ley núme-
ro 369 de 2009 Cámara, 195 de 2008 Senado, por 
medio de la cual se conmemoran los cincuenta 
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Págs.

OBJECIONES PRESIDENCIALES
Informe de objeción presidencial al Proyecto de ley 

número 028 de 2007 Senado, 341 de 2008 Cámara, 
por la cual se establecen medidas especiales de 
protección para las personas que padecen epilep-
sia, se dictan principios y lineamientos para su 
atención integral. ..................................................  1

INFORMES
Informe de la comision accidental a las objeciones 

presidenciales al Proyecto de ley 195 de 2008 Se-
nado, 369 de 2009 Cámara, por medio de la cual se 
conmemoran los cincuenta años de la Coronación de 
la Imagen de Nuestra Señora de Chiquinquirá en el 
municipio de la Estrella, Antioquia, y se dictan otras 
disposiciones .........................................................  11
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en su lugar se insiste en la sanción del proyecto 
en los mismos términos que fue aprobado por el 
Congreso de la República y en consecuencia se 
ordena la remisión del proyecto de ley a la Corte 
Constitucional para que se declaren infundadas 
las objeciones presentadas por el Gobierno Na-
cional.

Atentamente,
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 Senador de la República.
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 Representante a la Cámara.


